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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el representante judicial de la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, contra el fallo proferido por el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor PEDRO ANTONIO MARTÍNEZ MOSQUERA.  

2.- DEMANDA 

La información contenida en el escrito de solicitud de tutela la podemos concretar así: (i) fue desplazado de Urrao (Ant.) desde el año 2000, cuando asesinaron a su padre, quemaron la casa donde vivían y le dieron solo 10 minutos para dejar todo y abandonar su hogar; (ii) en la actualidad vive con sus 4 hijas de 7 meses, 9, 11 y 16 años de edad, en el barrio el Remanso Villa Santana de esta ciudad; (iii) la entidad accionada le ha brindado ayuda humanitaria, sin embargo desde hace 10 meses aproximadamente no la ha percibido, a pesar de haber acudido a solicitarla; (iv) hace dos meses sufrió una caída en la que se golpeó la mano izquierda que es la que usa para todo, razón por la cual se encuentra impedido; (v) sus hijas son menores de edad y necesitan alimento, educación, vestido, y la más pequeña pañales y leche, pero la respuesta de la accionada es que debo esperar, a pesar de que las necesidades referidas no dan espera; y (vi) desde el año 2007 se postuló para vivienda y hasta el momento no ha recibido respuesta por parte de la entidad accionada. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1- El juez competente admitió la acción de tutela y dio traslado de la misma al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas -antes ACCIÓN SOCIAL-, para que ejercieran su legítimo derecho de defensa; no obstante, guardaron silencio al respecto.
3.2- Agotado el término constitucional el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira profirió fallo de primera instancia en el cual, concedió el amparo de los derechos al señor PEDRO ANTONIO y en ese sentido dispuso que: (i) dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de ese fallo, se practicara el proceso de caracterización y después de agotado éste, en un plazo máximo de otros 10 días, de ser procedente según el resultado obtenido, debe suministrar la ayuda humanitaria necesaria para superar el estado de desprotección detectado; y (ii) suministrar la debida asesoría en torno a los diferentes beneficios que otorgan las instituciones que integran el Sistema Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada por la violencia.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el representante judicial de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas impugnó la decisión, y para ello expuso en primer lugar que la acción de tutela no estaba llamada a prosperar en atención a que para el caso concreto la reparación individual por vía administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley, tiene un procedimiento establecido en el Decreto 4800 de 2011, es decir que quienes pretenden que se les reconozca la reparación aludida, cuentan con un recurso o medio de defensa establecido por la ley para la reclamación del derecho que le asiste como víctima.
Por otro lado aduce que el actor debe demostrar la existencia de un perjuicio irremediable, y que no puede usar la acción de tutela para obtener del Estado el pago de prestaciones de carácter económico, porque es claro que el pago de cualquier subsidio o prestación económica no puede ser garantizado a partir de la instrumentalización de la acción, entre otras cosas porque el juez de tutela no puede invadir espacios que no le han sido atribuidos por la Constitución y la ley.
Frente a la situación fáctica concreta manifiesta que en atención al estado de incluido del que goza el señor PEDRO ANTONIO, bajo el nuevo esquema de atención fijado por la Ley 1448 de 2011, la solicitud a la que se alude se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima.

Dado el considerable número de solicitudes de ayuda humanitaria elevadas por las víctimas del conflicto armado, la Unidad Administrativa acogió el esquema de asignación de turnos, como medida preliminar y necesaria de la gestión administrativa tendiente a regular, bajo criterios de igualdad y oportunidad el estudio de fondo de dichas solicitudes. Los turnos son una herramienta de orden que reflejan el momento en el cual se dará estudio formal a la petición de ayuda, lo cual se ejecuta mediante un proceso denominado caracterización.
El turno asignado no vulnera el derecho a la ayuda humanitaria y por tanto la pretensión de la tutela no debe prosperar. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado

De conformidad con la apelación del recurrente, debe determinar la Sala el grado de acierto de la decisión de primer nivel que tuteló los derechos fundamentales del señor PEDRO ANTONIO MARTÍNEZ MOSQUERA.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
A propósito del problema jurídico que se plantea, es preciso señalar que el Decreto 2569 de 2000, reglamentario de la Ley 387 de 1997 –Artículo 20-, ha dicho que la atención humanitaria de emergencia es la ayuda temporal e inmediata encaminada a acciones de socorro, asistencia y apoyo a la población desplazada, con el fin de mitigar las necesidades básicas en alimentación, salud, atención sicológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno, y salubridad pública.

A su turno, el parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997 fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-278/07, en el sentido que el término durante el cual se tiene el derecho a percibir este rubro es por espacio máximo de tres (3) meses prorrogables, eso sí: “hasta que el afectado esté en condiciones de asumir su auto sostenimiento”.

En cuanto se refiere  a las hipótesis en las cuales es posible conceder la prórroga, la Corte Constitucional por sentencia T-025/04 señaló los siguientes parámetros: 
 “(a) quienes estén en situación de urgencia extraordinaria, y (b) quienes no estén en condiciones de asumir su autosostenimiento a través de un proyecto de estabilización o restablecimiento socio económica, como es el caso de los niños que no tengan acudientes y las personas de la tercera edad quienes por razón de su avanzada edad o de sus condiciones de salud no están en capacidad de generar ingresos; o las mujeres cabeza de familia que deban dedicar todo su tiempo y esfuerzos a cuidar a niños menores o adultos mayores bajo su responsabilidad”.
Pues bien, en el caso que nos concierne, el señor PEDRO ANTONIO MARTÍNEZ interpuso acción de tutela contra el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Victimas, para que le concedieran una prórroga de la ayuda humanitaria a la que cree tener derecho.

En la demanda manifiesta el señor PEDRO ANTONIO que fue desplazado de Urrao (Ant.) por la violencia, luego lo incluyeron en el RUPD y recibió las ayudas humanitarias; empero, ahora reclama una prórroga porque dice que desde hace 10 meses no la recibe y las necesidades básicas de su grupo familiar no dan espera.
De acuerdo con los elementos que se tienen en este proceso y la jurisprudencia antes transcrita, hay lugar a concluir que el demandante y su grupo familiar podría estar en alguna de las hipótesis que los harían merecedores de la prórroga de las ayudas humanitarias, puesto que según se afirma, dentro de la familia hay 4 menores de edad y quien dice velar por el sustento de ellos tiene una lesión en el brazo que le impide laborar.

En el anterior sentido, aunque se sabe que la prórroga de la ayuda humanitaria es excepcional y que es prudente respetar los turnos previamente asignados por la entidad accionada para efectos de entregarla, ante situaciones extremas como la que se plantea en los hechos de la demanda, es viable que se ordene a la entidad realizar una pronta valoración que permita establecer las condiciones actuales del peticionario y si es en realidad necesario alterar los turnos previamente establecidos para entrega de ayuda, verificación en la que deberá indagarse si después de 13 años de desplazamiento el grupo familiar del señor PEDRO ANTONIO aún no puede superar sus condiciones de indefensión, y si ante la difícil situación que expone sigue siendo necesaria la ayuda estatal.  
Sobre el particular en la sentencia T-182 de 2012 la H. Corte Constitucional expuso:

“…7.4. Queda claro a partir de todo lo expuesto que, en principio, el orden de asignación de turnos debe ser respetado, lo que conlleva que la acción de tutela no resulte procedente con el fin de modificar tales turnos. No puede perderse de vista, no obstante, que el derecho a la igualdad es relacional y que su garantía implica que las autoridades deben tener en cuenta las diferentes circunstancias en que se encuentran los solicitantes de las ayudas. De esta manera, es imprescindible que tome en consideración los diferentes grados de vulnerabilidad que presentan los peticionarios, quienes, a pesar de encontrarse todos en situación de desplazamiento forzado por la violencia, pueden poseer características que hagan procedente un trato diferenciado y una protección doblemente reforzada a causa de su condición de pertenencia a una minoría como, por ejemplo, ser madre cabeza de familia, presentar algún tipo de discapacidad, ser niño o adulto mayor, la pertenencia a una minoría étnica o racial…” –negrillas fuera de texto-
Por tanto, esta corporación no encuentra reparo en la decisión adoptada por el juez de primera instancia que dispuso que mediante el proceso de caracterización la entidad debía revalorar las condiciones reales y actuales del actor, para con ello determinar si en realidad es necesario entregar la ayuda humanitaria que reclama.
Así las cosas, conforme al análisis anterior, no puede compartir el Tribunal el argumento del recurrente respecto al fallo de primera instancia, motivo por el cual será confirmado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de impugnación
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
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